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IL IIFCHOS DENUNCIADOS Y ANTECEDENTES.

En fecha 19/01/23, la señoia interpuso su denuncia (fe. 3 y 4) en la
cual manifestó que el día 20/12/21, pagó el 50% ($2,700.00 dólares) del precio para la reparación de su
vehículo, presupuesto cpie el táller nunca fe entregó, alegando la proveedora-que eso solo lo veían entre
'la aseguradora y ella. No es sino hasta el día 23/08/22, que'le entregan el vehículo y la consumidora le
entrega el otro 50% restante ($2,7(10.00 dólares). Al día siguiente de 'haber realizado la siitrega de su
vehículo, le presentó fiillas evidentes, las cuale.s fueron micialrriente. subsanadas, debido a que las
mismas l'ucron identificada.s por la consumidora, pero la proveedora en ningún moniento reconoció un,
trabajo no realizado o mal realizado. Posierionnente, el velu'culo siguió prcsenumdo ldHa.s. por tal razcio
lo llevó nuevamente al taller de la denunciada, y alegan que solo es, problema de sensores.

Se siguió c! proccdimientu respectivo en la tlerencia de Atención Desccntrali/ada Je la ncfeasoria
del Consumidor—en adelante GaD sin que la denunciada y la denunciante pudieran llegar a ningún
aciierdo conciliatorio, piicsio que la proveedora no '.e presento a rmgunu de lav dos audiencias
conciliatorias a las que fije citada (fs. 25 y 27), pese haberse notiflGadt^ en lega! forma, sm que la
proveedora presentara cama Justificada de su ineqmparecencía.

En razón de lo anterior, y conforme al articulo 112 inc. 2" Je la LPC , se presumió legalmente como
cierto lo manifestado por la consumidora en su denuncia y se remitió d expediente desde aquella sede a
este ! ribuna! I'ostenormenic se inició el presente procedimiento administrativo sancionaiorm mediante
resolución de las once horas con quince miiiutos del día 08/(!7.'24 tfs. 30 y 31).

III. 'PRETENSIÓN PARTl€iT..AR.
La consumidora solicitó; v . ) o/ nnmep'o de por lo el 5(i''u de! momo eo,Keladn

i$2J00.0aj".

IV. INFRACCIÓN ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA I.NFILVCC ION

7

~"Tal comoconsta en resolución de inicio folios 30y 31 se le imputa a la proveedora denunciada
la comisión de la infracción grave e.stab!ecida en ci artículo 43 letra e) de la l.Pt.,, que estipula, óo??
imiraccioms graves, las acciones u omiswnes siguientes: e) No(.,.) prestar los servidos en los términos
cúniratadm

</



ta ! Pí," prevé obligaciones y prohibiciones dirigidas a (os provecdt)res, estableciendo una serie de

infracciones administrativas en caso de incumplimientos por parte de los mismos, entre las cuales se

encuentra la contemplada en el artícuio 43 letra e) de la LPC, el cual, literalmente prescribe que

constituye una infracción grave: "No entregar Im bienes o prestar los servicios en los términos

contratadcAS " (resaltado es propio). La anterior disposición, se encuentra estrechamente vinculada con

la obligación que la LPC manda para todos los proveedores de servicios, según se establece en el artículo

24 de ia ley en mención: "Todos los profesionales o instituciones que ofrezcan o presten servicios, están

obligados a eumpiir estrictamente con lo ofrecido a sus clientes. Las ofertas de servicios deberán

establecerse en forma clara, de tai manera que, según la naturaleza de la prestación, los mismos no

den lugar a dudas en cuanto a su calidad, cantidad, precio, tasa o tarifa y tiempo de cumplimiento,

según corresponda " (resaltados son propios), de tal sueste que todo proveedor de servicios está obligado

a garantizar que el eonsumidor fue plenamente informado de todos los términos de la contratación. Todo

lo anterior, se fundam.enta en los derechos básicos e Irrenunciables que la LPC contempla para todos ios

consumidores, específicamente el que se establece en el artículQ 4 letra e) de la ley en mención:

"Adquirir los bienes o servicios en las condiciones O: términos que el proveedor ofertó púbMcam.ente "

(resaltado es propio).

Por lo anterior, en el presente caso, este Tribunal deberá analizar si el supuesto infractor, proporcionó

de fornia clara los términos de la contratación, cuáles fueron las cmtdicioms en que se ofreció el

servicio, en cuanto a calidad, cantidad, precio y tiempo de cumplimiento (entre otros), según

cíoiTesponda ; y determlEar finalmente, to existencia del incumplimieMto por parte de la proveedora en

la prestación de los servicios, según ios términos contratados por la consumidora, lo que, en caso de

configurarse, daría lugar a la sanción prescrita en el artícuio 46 del referido cuei|)o de ley, siendo esta la

multa hasta de doscientos salarios mmimos urbanos en el sector comercio e industria.

'  Contestación DÉ'Lv''pWoWh^^
A, Se siguió e! procedimiento consignado en el artículo 144 y siguientes de la LPC, respetando la

garantía de audiencia y el, derecho de de.fensa d.e ia proveedora SEMAC, S.A. DE C.V., pues en

resolución de inicio de folios 30 y 31, se le concedió el plazo de diez días hábiles contados a partir del

siguiente a! de la notificación de dicha resoiución, para que incorporara por escrito sus argumentos de

defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara conveniente, la cual fue notificada

a la mi.snia en fecha 23/07 '24, según consta a folio 32.

Asimismo, en fecha 27/08/24 se ordenó la apertura a prueba de! presente procedimiento (f. 34), que

también le fue notificado a la proveedora denunciada en fecha 12/09/24 (f. -35). Posteriormente el día

23-sio 24. se recibió en esta sede, e.scrito firmado por ios licenciados

y  quienes actúan en calidad de apoderados especiales de la proveedora



I SHÑL'\C. S.A, Í5k C.V. (is. 42-45), agregaron documentación con laque acreditaron su interscnción y
! documentaciüQ que ofreceti eortio medios de prueba (fSi, 46-63). ■ Mediante eí referido eserito, ios

apoderados contestaron en sentido negativo la audieneia conferida, argumentaron en sintesis lo

siguíenté:

1. Que no es eierto lo manifestado por la consumidora denunciante, en virtud que su vehículo ingresó

a! lullcr de su poderdante con daños producto de un accidento autoim'M iistico ocurrido el día 14- 1! 21. j

resultando :el vehículo de la consumidora con daños en toda la parte delaiitera. En ese contexto y según ¡

orden de trabajo número de fecha 15/11/21, en la cual consta que se solicitó valúo por el golpe |

frontal. Así mismo/alegan que. según informe de su poderdante eraitlclo el día 21/09/24, se realizó

reparación del vehículo propiedad de la eonsumidora, con. base en, los danos ocasionados como

consecuencia del evento, los cuales consií>íían en trabajos de carrocería > mecánica, no tomando en

consideración daños en motor o transrni.sión, va que no se idcntilicó despcrtcctos en esas partes como

causa del accidente.

2. Alegan que cada uno cíe los repuestos cambiados o reparaciones realizadas fueron estricta.mente

las relaciona.das al i.mpacto que presentaba el vehículo, pero que debido a la magnitud del golpe y al ser

un, vehículo usado, después de su reparación nO: es posible determinar si los prob,ÍSTnas en el

funcionamiento de otros componentes de! mismo, pudierañ estar relaciGnados: al golpe, o que antes del

accidente ya presentaran fallas por uso o antigüedad de!, automóvil. , ■

3. Fin ilintn^c manifiestan que, el veMciíIo se lo entregaron a la consumidora seftom

según las condiciones del servicio solicitado, cousisteute en ■.reparación de .los daños
ocasionados por un accidente; mencio,nan que atrtes de .realizar la entrega del vehículo, su poderdanie
realizó pruebas en carretera y una vez pasando las pruebas procedió a la entrega del mismo No obstante.
!a consumidora después de haberlo revisado y .recibido, expuso que el automóyil presentaba problemas
de funcionamiento y a! solicitarle la proveedora que llevara el vehículo, la denunciada manifestó quc
había preferido llevarlo a otro taller.

Fn virtud que todi^s los argumentos esgrimidos por los apoderados de la proveeviora guardan estricta
conexión, con la valoraeión de la documentación, ofrecida córno prueba y que ha sido incorporada al
presente expediente, respecto Je la conliguración de la infracción denunciada, ios mismos serán
desarrollados ampliamente en los apartados posteriores de esta .misma resolución

V.L VALORACIÓN l)K 1 Rl EB.VHECHOS PROBADOj^,  I4ü Je la LPC >■ lOo inc. 3^ de la Ley de Procedimientos

*-1 Administrativos —■•■e.D. adelante LPA—las pruebas oportunas, periinenies y cGndacentss apoitadas en ei
! procedimiento, serán valoradas conforme a las reglas de la sana critica; a excepción de ki prueba

y  i docuuientai, la cual se realizará conforme ai valor ta.sado de la misma en el derecho coniúu..



Ln ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso

acumulado con número de referencia 23-2003/41 -2003/50-2003/17-2005/21-2005, de fecha 18/12/2009,

en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó; ''Cuando la 'utilización' de la máxima de

experíeacia viem predeíerminada por la norma procemi, haMamos del sttema de vaioracíÓB

denominada prmba imada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo qm hace el

legislador es proveer una de las máximas que deben integrarse ai razonamiento probatorio del juez,

como la premisa mayor del silogismo ;fundammtal sobre cada medio de prueba (...) el legislador señala

ma lista de medios de prueba y a cada una le asigna un determinado y preciso valor probat&rm ~

certeza objetiva—; es decir qm, en este caso, amparado en la seguridad Jurídica, el legislador

determina previamente ia máxima de experiencia, aunque con distinta fuerza dependiendo de la prueba

de que se trate" (resaltados son propios).

Dicho esto, el artículo 106 inc. 6° de la LPA, dispone: "Los documentos formalizados por ios

funcionarios a los qm se reconoce ¡a condición de autoridad y en ¡os que, observándose ios requisitos

legales correspondientes se recojan los hechos constaímhs por aquellos, harán prueba de estos salvo

que se acredite lo contrarió

Además, el artículo 341 del Código Procesal Civil y Mercantil —en, adelante CPCM— detemiina el

valor probatorio de los instrumentos, así: "Lm imtrmneníos públicos cofMtítuirán primbafehaciente de

los hechos, actos o estado de cosas qm documenten; de la jécha y personas que intervienen en el mismo,

así como del fedatario ojuncionario que lo expide. Los imtr amentos privadas hacen prueba plena de

su contenido y otorgantes, si no Ha sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Si

no quedó demostrada tras ia impugnación, los imtrumentm se valorarán conforme a las reglas de la

saña crítica" (resaltedos son propios).

.Así las cosas, este Tribunal valorará la prueba de conformidad a los métodos aceptados en el

ordenamiento jurídico, para posteriormente determinar si en si presente procedimiento se ha configurado

la ¡.nfracción consignada en el artículo 4.3 letra e) de ia LPC,

B. Aunado a lo anterior, es menester señalar que el expediente fue. certificado a este Tribunal de

conformidad .a la presunción legal establecida en el artículo 112 i.nciso segundo de la LPC, por lo que

en aplícació.D de dicha disposición se presumirá legalmente como cierto lo ntanífestado en la denuncia.

De conformidad con el artículo 414 del CPCM, las presunciones legales, conocidas como

presunciones iurís tantum,- son aquellas en razón de las cuales la persona a la que favorezca quedará

dispensada de la prueba del hecho presunto al estar probados los hechos en que se ba.se:

;  Si.n embargo, las mismas admiten prueba en contrario, y en ese caso la actividad probatoria se

podrá dirigir icrntú a demostrar que los indicios probados inducen a un hecho distinto o a ninguno,

como a efectuar ia contraprueba de dichos indicios para establecer su inexistencia.



Jurídicamente, la presunción se define como aquel razonamiento en virtud del cual, partiendo de

un hecho que está probado o admiticlo, se llega a la conseGuenGÍa de la exisíeneia de otro hecho que es

el supuesto féctÍGO de una norma, atendiendo al nexo lógico existente eritre los dos hechos.

Las presunciones son un raitodo lógico para probar y estén compuestas estructuralmente de una

afirmación, hecho base o indicio, de una afirmación, o hecho presumido y de un enlace. .La afirmación

base o si hecho base —también conocido como indicio-— recibe esta denoiniiiación porque es el punto

de apoyo de toda presunción. La base d,e la presunción pued.e estar constimida por uno o varios indicios;

pero lo decisivo del indicio es que esté fijado en el procedlmlentó y que resulte:probado. En conclusión.,

la afimnación presumida o el hecho presumido es una consecuencia que se deduce del hecho base o

indicio.

G ,Es así que, en el presente proeediraiento sancionatorio, se íneoq»r6 por parte de los ¡.nterviriientes

la siguiente prueba docurtteotal:

1. Totocopias simples de facturas emitidas por la proveedora SF.MAC. S f DK CJ' en lecha

2Ó'12/2.I y 23''08 '21, a nombre de lá eonsiiiTildora las cuales

contienen las descripciones del servicio contratado para la reparación de vehículo, por un monto

de $2,700.00 dólares cada una (fi 7).

2. Impresiones Je mensajes Je texto por medio de la aplicación Je ¡VlhiisApp. en donde .-^c verifica

la disconformidad de parte de la consumidora, en. razón de los trabajos de reparación realizados

a su vehículo, ya que el mismo presentaba diversos y recurrentes probiema,s de ílincionamiento

(fe.8y9),

3. FatQcopia de orden de trabajo, N° , de fecha 15/11 Gl, emitida por la proveedora SHMAC, !

S,A:, DE G.A'., para .reparación del vehículo marca C/jevrofeí, niodeio Captiva LT Spori 2. año

2012, eolor Raja, Chasis N/Z motor N/T, con placas propiedad, de la consumidora

en la que consta detalle del trabajo contratado: "¡'alna: (ó'/zh Frohhd

ingreso en Grúa" {£. 52).

4. Informe su.scrito por ei señor en. .su calidad de Cierente de laller

del área mecánica y enderezado automotriz de la proveedora SEMA.C, S.A. DF. C. F, por medio

de! cual detalla la reparación realizada al vehículo marca Chfrrolei. modelo Captiva LíSpon 2.

Bño 2012, cotot RpfoFCMms N/T, ni.o:t©rMór, con .placas propiedad de la consumidora

st.n r I ba.sado en los daños ocasionados por un accidente

iiiioniovilístieo, y realiza un detalle de todos los componentes que fueron cambiados y reparados

its 57).



S. Impresión de tbtografias del vehículo propiedad de la consumidora denunciante, de cómo entró

y cómo salió del taller de la proveedora SEMAC, S.A. DE C. por medio de las cuales se acredita

que el vehículo objeto de la presente controversia presentaba golpe frontal (fs. 58-63).

VIL ANÁ,L1SÍS DE l.A CONFIGURACIÓN DE LA INFRACCIÓN

A. En el: presente caso la infracción denunciada es la descrita en el artículo 43 letra e) de la LPC,

ípe prescribe: "Son injraccioms graves, las acciones u omisiones siguientes: e) No (...) prestar los

servicios en los términos contratados en consecuencia, de la documentación que obra en el

expediente administrativo, se ha acreditado, mediante prueba indiciaría o directa que:

1. Existe una relación de consumo que vincula a la denunciante y a la denunciada en virtud de la

contratación de servicios de mecánica automotriz, consistentes en reparaciones mecánicas, de

enderezado y pintura para el vehículo de su propiedad, que presentaba un golpe frontal.

2. I,a seilora , realizó dos pagos por la cantidad de $2,700.00 dólares

cada uno, es decir im total de $5,400.00 dólares, a la proveedora SEMAC, S.A. DE C.V., por !a

reparación de su vehÍGulo, confomie a lo consignado en las copias de facturas que constan a

tblio 7, monto que fije pagado en fechas 20/12/21 y 23/08/22.

3. El servicio de reparación contratado, requería de la reparación del vehículo accidentado, ya t|ue

la parte frontal del mismo fiie la que re:CÍbió todo el daño, y segím orden de trabajo consistía en

la reparación total del golpe frontal (f. 52).

4. El vehículo al que se le realizó él trabajo antes descrito, presentó desperfectos un día siguiente

de la entrega a la consumidora —es decir el día 24/08/22, según lo expuesío en la denuncia-

razón por la que la coosumidora realizó los primeros reclamos por medio de ia plataforma d,e

WhatsApp a ia proveedora, pues las fallas presentadas surgieron u:n día después de haber

recibido el vehículo.

Respecto a las tallas presentadas por el vehículo, la proveedora acepta que tuvo conocimiento d.e los

reclamos de la consumidora, pero no ha podido desvirtuar con la prueba incorporada en el presente

expediente, que las fallas hayan sido corregidas, ya que se ha limitado únicamente a asegurar que la

-cp'ir-icx'-r fjc realizada, y ha incoiRorado prueba relativa únicamente a los trabajos de enderezado y

pinriua t K logi ilias), así como a sokmenlc mencionar un listado de los repuestos que fueron carobíado.s.

Sin cim*iarj,,c no ha demostrado con prueba fehaciente que dichos repuestos hayan sido los idóneos v

■iiitK Ktitcs pat I dt.|ar el vehículo en óptimas condiciones y a entera satisfacción de su cliente.
Eft hilo con lo anterior, en el ttiforme presentodo por el gerente de taller de la denunciada, menciona

que no pueden garantizar que el mal iuntiunamiento del vehículo de la consumidora, después de la

reparación, sea consecuencia del accidente o prir causas pree.xistcnles ai siniestro. No obstante, es

importante mencionar que !a proveedora ofrece al público consumidor servicios de mccan ica automotn/.



así como de enderezado y pintura, y por tanto, como experta en el rubro, debía asegurarse de realizar un

diagnóstico certero y con base en, ello elaborar un presupuesto de rep«™c'óii, pues la consumidora al

llevar su veh.ícu1o al establecimiento comercial de la denunciada, prUwndía qué el mismo quedara

funcionando en. óptimas cnnd.iciones de uso, y no que le generam ffiai »,asios y problemas.

En ese contexto, dé la doeumentación incorporada al expediente st acredita que la eotismnidora

puso en conocí miento a la denunciada de ios problemas que presentó el vehículo, después que se lo

entregaron supuestaménte ya reparado, y aunque la proveedora sostuvo que la denunciante no llevó el

automóvil al taller de la denunciada y por esa razón .no pueden responder por la garantía del trabajo (fs,

43 y 54), consta en las impresiones de mensajes de texto en aplicación ¡VhatMpp (ts, 8 y 9), que la

consumidora sí llevó el vehículo en repetidas ocasiones ai taller, siendo incapaz la proveedora de

I solucionar el reiterado problema de ealentamiento del .motor —entre otros—. Así mismo, sostle-oe ta

i denunciada que, debido a laantigüedad del vehículo, los problemas presentados parecerían, de "servicios

de mantenimiento preventivo pero esos fueron problemas que debió haber detectado ai momento de

realizar un diagnóstico o durante la reparación, o incluso durante las pruebas de n inc o en carretera -

de las que no consta ninguna documentación idónea que sustente que se ha\an realizado y al haberlas i

icientifieado tenía que notificarlas a la denunciante. Es decir, se tuvo que cerciorar la proveedora, de!

prestar un sen-'icio de reparación automotriz que garantizara que el vehículo estaba, en perfectas j

condiciones de uso y de fimcionamiento. o por lo menos asegurarse que. si presenutba oira.s faÜus. las j

mismas se originaban en parles del vehículo que nv* habían sufrido modificaciones a causa del accidente

ni habían sido nnmipuladas por su pérso.nal en el talter de su propiedad, y n.o simplemente entregar un |

autormivil sin haber comprobado su bueu ftiitcionairaento previamente suts % a había reeibido el precio

total pactad*."! por el servicio prestado —$5,400.00 dólareS'—; y la pr(.>\te lira tenia la obligación cíe
realizar un trabajo eílciente y garantizado.

Ahora bien, dado que el présente caso se inició bajo la presunción regulada en el artíeuio 112 inciso j

2° de la LPC —los hechos expresamente manifestados por la consumidora m su d.enuncia se presumen '

cmrrnsr--, le correspondía a .la proveedora denuitciada la labor d.e aportar la documentación útil y

pertinente que respaldara, en principio que el servicio de reparación sí ftte prestado en óptimas
condiciones de uso (,f. 52). o en su defecto, acreditar que resolvió el reclamo de la consumidora —en

razón de haber presentado fallas el siguiente día de la entrega del Vehículo-—- mediante la etecliva

reparación, del bien, o en, su defecto demostrar la devolución del montó solicitado por la consumidora,
es decir el 50% de lo pagado ($2,700.00 dólares), por las reparaciones que no lograron corregir las fallas
del automóvil, y así desvirtuar la presunción, legal que operaba en su contra.

S. lo anteriores hechos no fueron desvirtuados por la proveedora denunciada, ya que de la prueba

aportada a. píeseme procedimiento administrativo sancionatorio, no se logra acreditar, haber brindada

V



el sereieio de reparación automotriz en las condiciones acordadas con la consumidora, sen.- icios que son

coraercializados por la proveedora SEIVÍAC, S.A. DE C.V.; siendo entonces, que de la prueba

documental que Im sido mcoqjorada ai presente expediente, y con fundamento en las disposiciones

legales precitadas, este Tribunal concluye que la proveedora no prestó eficazmente los servicios en los

términos contratados, configurando así la comisión de la infracción tipificada en el articulo 43 letra e)

de la LPC, siendo procedente sancionar a la pcoveedora SEMAC, S.A. DE C.V., eonfomie a! articulo

46 de la misma ley, en relación a los hechos atribuidos por la denuncia interpuesta por la consumidora

C. Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al principio de

culpabilidad reconocido en el artículo 12 de la Constitución que preseribe: «[t]oda persona a quien se

impute un deiito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la by y en

juicio público, en el que se le aseguren todas las garantías necesarias para su defensa», disposición que

es aplicable no solo en el ámbito penal, sino además en el administrativo sancionador (sentencia de inc.

3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Constitucional, doce horas del 17/ i 2/1992).

En este sentido, ia Sala de lo Constitucional respecto a! principio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado que «[ejl principio de culpabilidad en esta materia supone el

destierro de las diversas formas de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad de dolo y la culpa

como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad personal

por iieclios propios, y de forma correlativa un deber proce.sal de la Administración de evidenciar este

aspecto subjetivo sin tener que utilizar presunciones legisiativa.s de culpabilidad, es decir, que se veda

la posihiiidad de una aplicación automática de Tas sanciones únicamente en razón del resultado

proíiucido» (sentencia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo Constitiielonal doce horas veinte m,inutos del

29/04.201 fo.

Cabe destacar que una de la sub-categorías o corolarios del principio de culpabilidad, es la

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita corno se denomina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica que la sanción, únicamente puede recaer a quien en

forma dolosa o culposa ha participado en los hechos que cimflguran una acción ilícita; así lo expone

Nieto a! referir que «[e]l gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre aquellas [personas]

que han participado de forma dolosa o culposa en ios hechos constitutivos dé infracción. Por lo tanto,

no es posible exigir responsabUidad por la sola e.xistencia de un vínculo personal con el actor o la simple

titularidad de la cosa o actividad en cuyo marco se produce la infracción. La exigencia de

indi vidualización de la sanción supone un veto a la responsabilidad objetiva» [.Nieto, Alejandro, Derecho

.•Vdminisirafivo Sancionador, quinta edición totalmente reformada, Madrid. .Editorial Tecnos, p. 329,

2011],



En este orden, confonne al principio de culpabilidad solamente responde el administrado por sus

actos propios, de este modo, se repele la posíbllidád de construir una responsabilidad objetiva o basada

en la simple relación causal independiente de la voluntad: del autor. En eongruencia con lo expuesto, en

el Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de tai suerte qtte

el elemento indispensable para sancionar un actuar,, es la determiBacíón de k responsabilidad subjetiva.

(Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la SCA, a las catorce horas cincaenta y uno minutos del

24/10/2019.

En relación con et tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora deHunciada, este Tribunal

eonsidera necesario analizar si la misma ha obrado dolosa o cuando rrn. nos idposamente; es decir, que

la transgresión a la norma haya sido querida o se deba, a imprudínci i > .negligencia. Por tanto,, la

existencia de nn nexo de culpabiíidad constituye una condición para la configuración de la.s conductas

sanciGnables.

Ahora bien, en el presente caso ha quedado establecido el comeiiniíento de la infracción de manera

culposa por parte de ia proveedora, pues ésta no atendió con la debida diligencia su negocio,

incnm.p.lien.do su obligación de prestar l:o;s servicios que comercializa, de la calidad ofertada y en los

términos contratados, conJormc a las obligaciones y prohibiciones contenidas en la LPC,

■viIir~P'Ali.\>lFTRíXS PAR.\ LA DETERMÍNACIÓN DE LA SANCIÓN
í. omo -->e expuso en acápites precedentc.s, se estableció ia cotnisióu de la infracción grave

curiienida en el articulo 43 letra e) de la l.PC, lo cual se sanciona con multa hasta de doscientos salarios i
mínimos mensuales urbanos en la industria ■—artíeulo 46 de la LPC por ello, es facultad de este
Tribunal determinar las sanciones y euantifiear las multas que corréspondan, a la luz de los parámetros
establecidos en ta LPC, su reglamento y la Jurispmdeneia aplicable.

.Así, este Tribunal establece los criterios para la determinacicm de ia imilta, siendo estos: tamaño de'
la empresa, el impacto en los derechos de! consumidor, la naluialcza del psupiiclo causado ,■> grailo de
afectación, a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consurmJotcs d griiio de iiitencionalidad del
infractor, el grado de participación en ia acción u omisión, cobro indebidt^ itah/ado y la.s circunstancias
en que ésta sé cometa, según sea el c-aso.

.A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso:

a, 'Tamaño de ia empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeta Empresa (ley .Mype) en
su articulo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente tnanera: "Mhroempresa: Persona
nahtral t> juridieü que opera en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica
con un nivel de venías hntias anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor cutmtíay hasta
10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o Jurídica que opera en ios diversos sectores de.
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la economia. a través de una unkiúd económica con un nive! de ventas bmías atmalcs mayores a 482 y

hasta 4,817 salarios mmimos mensMalm de mayor cuantía y con un máximo de 50 trabcdadores' \

A partir de !a lectura del expediente administrativo, no es posible encajar a la proveedora ShM

S.A. DE C.V\, en. ningtiiia de las categorías antes citadas, por oo contar este Tribunal con .la

documentacióii. finafíciera requerida para, efectuar dicho cáleo.lo, pese a haberse solicitado con

anterioridad según consta en !a resolución de inicio de! procedimieoto sancionatorio de m.érito {fe. 30 y

31), Es decir, en e.(. presente procedimiento administrativo sancioiiador la proveedora ha mostrado una

conducta procesal que evidencia el incump!i.mi.eiito de su deber a prestar !a colaboración que le es

requerida para al byeii desarrollo, de ios procedimientos (artículo 17 número 5 de la LPA), por haber

omitido presentar la información financiera solicitada por esta autoridad sancionadora.

No obstante lo anterior, cabe mencionar, que este Tribuna!, con ei objeto de cumptir su onligaum

de resolver y ejercer la potestad sancionatoria de la Administración Publica que por ley le es cuiiknda,

ha verifíeado los listados de medianos y grandes co.otribu.>entes de U Dirección General de Impuestos

Internos del Ministerio de Hacienda, y la proveedora denunciada se encuentra dasificada como

Medi.aii.a Contrlbuyeiiíe, por lo que únicamente para los electos de la cuantificación de la m,ulta así

será considerada, guardando el equilibrio entre la finalidad disuasoría de la sanción pecuniaria y el

principio de proporcionalidad de dicha medida.

k Graáú dé iBiemciútmiidad. del iiífracím

Este Tribunal considera este elemento en él sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o cuando

menos culposameiite: es decir, que la transgresión a. la nonna haya sido querida o se deba a imprudencia

o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye ima condición

para la coofigiiración de la conducta sancionable.

Así, en reite.rEdas ocasiones este Tribunal ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a lo

disputNíi^ en el artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las ■ irifi-acciones administrativas son

$aíiCKvi.folcs aun a título de simple negligencia o descuido, Por otra parte, y de conformidad a lo

dispuLNit en el artíciito 42 inc, 2'^^ del Código Civil, según el cual: ''Culpa leve fJ es la falta de aquella

diligencia y cuidado que los hombres emplean úrdtnaríamente en sus negüclos propios (...) así como

a lo estipulado en. el inc.. ,3^' del mismo artículo: ''El que debe administrar un negocio como un buen

padre de familia es responsable de, esta especie de culpa y a lo señalado en el artículo 947 del Código

de .Comercio, relativo a que: '\Las obligaciones mercantiles deben .cumplirse con la diligencia de un

buen comerciante en negocio propio 'i, .

En cuanto a la infracción regulada en el artículo 43 letra e) de la LPC, del análisis de los hechos y

documcuLición agregada al expcdicnkv este Iribunal deiernnno una aciuacion negligente por parte de

la pn)\nedüra, pues al ser una entidad dedicada a la comercíaiizacióri. de servicios de mantenimiento y
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reí^aclóñ automotriz, se espera que cumpla con la prestación de dichos servicios en las condÍGiones y
términos páctados, situación que no consta acreditada, en el presente expediente, ya que no comprobó en

legal forma, que tema una causa que exima de responsabilidad de responder por los desperfectos que

presentó eí vehíeulo de la consumidora posterior a la reparación que ia denunciada realizó, o en su

defecto, que el dinero que la consumidora pagó por él mismo, le haya sido devuelto, ya que tuvo

conocimiento de ello, porque ia denunciante lo requirió así, según consta en las conversaciones impresas

desde la platatbrma de WhaísApp :(fs. 8 y 9).

Por lo que, se configura plenamente una conducta negligente por parte de la proveedora SfeMAC,

S.A. DE C. V., por no haber atendidG con la debida diligencia de un buen comerciante en negocio propio,

las obligaciones y prohibiciones contenidas en la LPC.

c. úrad& de paríicipaelón en la acción u úmisión.

A partir de un examén del presente expediente adminlstralusx queda demostrado que el grado de

participación en la comisión de la iníracción por parte de la pA'Vced< ra es directa s individual, pues se

acteditó que la proveedora sr\L\G, S..A., Dfi C.V,, en relación a la intracción regu'aJi en ei iriKuls 4j

letra e) de la. LPC, no cumplió con ta prestación de! servicio Go.tttratado por la consutrndora

rf. Impacto en hs derechos del úonmmidor j uaturaleza del perjuicio ocasionadQ.

l-slc parámetro será considerado según lo establece la Sala de tu Gunsiilucional en ia sentencia Je

mc^ nstituci.onalidad de reC 109-201.3 de fecha 14/01/2016, en la que señala que uno de los faetores de

los iuetría punitiva es: *Y-,/ el beneficio que, si acaso, obtiene el injirictúr con el hecho". ,En el caso

t. I reto, es pertinente señalar que la in.fcracción administrativa relativa a No prestar los servicios

en los términos contratados —artículo 43 letra e) de la LPC— pro\ocó, en principio, un impacto

negativo en el dereclio ecoaóniico de la eonsumidora, puesto que erogo cierta cantid,ad de dinero por la
■contratación de un servicio, que no le fue prestado en la íomia y calidad pactada, sino que por el
, contrario, provocó que íoeufriera en más gastos pósteriormenie, por las talias adicionales que el vehículo
presentó.

& Fmaiidad inmediata o mediata perseguida con la imposición de la sanción,
Vfedlante la imposición de ia sanción -—■multa—, este I ribunal Sane amador pretende causar un

efecto disuasivo' en la proveedora SEMAC. S.A. DE C.V.. quien ha cometido la inlucuón descrita en
el articulo 43 letra e) d,e la .LPC, con el fin de evitar futuras conductas prohibidas en d.etrimeirto de ios

/  -%) Lii-.tmatiti admmhtmnva. persigue'jnú finaliduJ f,i.B c o r 7 e deiCstado.que dt-, r.,S'>r..ar r^d i .u" e i ti"
admite como moiivadóa aasibie un afán --etribativc v i pa c dar imere.ndo . r tai sen'ian la ar -un Ant , > O, c, t, í bi.ca
fneoraada de establecer la orocedencia v nowrak¿u Je r aic ner, mi como la :uam, de er J i 5, de mi -icíp r'. g"
r'ne-, pábucm, arm^ Dtoooó'. tescucio" .Oral N* O'' / v. i t 1 el 07/01/2020 3. r la r,>mision c. 0 ■ nrr Kcr , cr- N ? v-..

dri insfruto Nedonal de Defensa üe hi Compet n a y d n P tección ie ,a Pmp.t >1 id rt-iraral de e u

'■ ■ ■-■5/ II



consumidores y que adopte las inedidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que

le impone la LPC, situación que no consta acreditada en el presente procedimiento.

Por consiguiente, para la deteitninación y cuantificación de la multa procedente, este Tribunal debe

prever que, en el caso concreto, la comisión de la conducta infractora lio resulte más ventajosa para la

infraetora que asumir las sanciones correspondientes:, como consecuencia de las mismas.

L\. DETErWnACÍcSÑ^ DE LA SANCIÓN Y CLAN IIFICACíÓÑIFeTaMÍIÍF^

Este Tribunal, en uso de la sana crítica —artículo 146 inc. 4*^ de la LPC— y habiendo efeetuado una

valoración conjiinta de los criterios para determinación de la sanción—-desarroilados en el apartado

anterior—, procederá a realizar el cálculo de la multa a imponer a SEMAC, S.A. DE C. V., pues se ha

acreditado el cometimienío de ta infracción consignada en el artículo 43 letra e) de la L,PC, consistente

en: "e) Nú (...) prestar im servidm en Im íérmims contratados (,..)

En tal sentido, habiendo concluido, entre otros aspectos, que la infracción cometida es una de las

calificadas como graves, sancionables con multa de hasta 20t) sala! ios mínimos mensuales urbanos en

la industria, conforme al artículo 4t-\ de la LPC: que la pro\ eedora es una ¡tersona iurUica cuya capacidad

económica, para efectos de este procedimiento, es la de una mediana empresa; que en razón del grado

1 de intencionalidad de la conducta cometida por la proveedora denunciada, no se acreditó el dolo sino

negligencia: y, que ocasionó un perjuicio econ6m:ico con la conducta cometida; resulta razonable la

imposición de una sanción proporcional a la .sola verificación del aludido quebrantamiento.

En línea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razonabilidad establece que las

decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo la

proporción entre los medio.s a emplear y los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este

Tribunal considera que en el presente procedimiento admimstrativo sancionador resulta pertinente fijar

una multa cuya cuantía resulta idónea, necesaria y proporcional para la consecución de los fines

coiistitucionalmente legítimos -efecto disuasorio—, pre^ iiucrdo a.M, situaciones en donde la comisión

de las cmiductas prohibidas por parte de los .sujetos infractores resulta más beneficiosa que el

cumpUmicnto de la norma misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la finalidad de tutela, de ios

derechos Je infomiaeión y econóniicos de los 6onsu:mido.res.

■  Finalmente, en e{ presente procedimiento la proveedora S. \, DI C.\ .. ha mo.strado una

conducta procesal que evidencia el incumpIímie,n:to de su deber a pre,star la colaboración, que le es

requerida para el buen desarrollo de ios procedimientos (artículo 17 número 5 de la LPA), tal y como se

ha establecido en la letra' a del romano.VH, pues omitió presentar la iiiforniación tributaria solicitada

por esta autoridad sancionadora; y a juicio de este Tribunal dicho comportamiento denota ;íál.ta de

diimemia \ de cooperación..del agente in'fractor dentro del procedimiento administrativo sa.ticion:acio.r.



Por consiguiente, y eonforrae al análisis antes expuesto, considerando los principios de disuasión,

própofcionalidad y razónsbilictad que deben sustentar la imposición, de la sanción:, y de conformidad con

lo regulado en el artículo 139 número 7 de Í.a LPA., este TribuBal impone a la proveedora SE,IVIAC, S.A,

DE C,V., una multa de SUS MIL SETECIENTQS eiNeülNT,A Y DOS DOLARES CON

CINCUENTA CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

($6,752.50), eq:ui%'al:éntes á dieciocho méses con quince días de saiario ntímmo mensMal urbano en la

industria, por la comisión de la infracción regulada en el artíeulo 43 letra e) de la LPC, por no prestar

los servicios en los términos contratados, según se ha establecido e,n el presente procedimiento

administrativo; multa que representa el 9.25% dentro del margen máximo estipulado por ley eomo

consecuencia para la comisión de tal infracció.n —200 salarios .mínimos urbanos en el sector industria-

siendo, a juicio de este Tribunal, proporcional a la gravedad que cdirtportan los hechos, según las

circunstancias objetivas y subjetivas previamente analizadas.

X. REPOSICIÓN DE LA mmCÍÓN ALTERADA

La consumidora solicitó en su denuncia: 'Y—,) reintegro de por lo menos el 50% del monto

cancelado (S2%OOMO dólares)". A] rcapea «..s necesario señalar !o siguiente:

,-1. Concerniente a la reposición de !a situición alterada por la conducta inlract<>ra. la letra ci Jci

artículo .83 de la LPC, expresamente señala que dentro de las ainbucioncs Je este Tribunal se eneaontra;

%..) c) Ordenar al infractor, en ios casos de cfectación a inrefcses li7dividmle.s, colectivos o difusos,

la reposición de la sil nación alterada por ¡a infracción, a su estado original Entre la.s medidas para

lograr la reposición de la siíuacim alterada podrán ordenarse ¡a sustitución del bien; la devolución

de lo cobrado indebidaménte o la rebaja delpreeio

B. Siguiendo eimismo orden d.e ideas, la Sala d.e lo Constitiieional, por medio de sente.neía definitiva

0ro.ounc,iada en el proceso de amparo reterencia i. 1.1-2002, señaló (|ue ".Ziu restitución ae las cosas ai

estado en que se encontraban antes de la violación, no debe entenderse tmuantenie ck's.Ie el pumo de

vista físico, sino desde-una perspectiva jurídica-paPimorúal, como efecto direeto de la sentencia

estimatoria"'.

En el mismo -icniido, la Sala en mención, en la sentencia definitiva dictada en el. proceso de amparo,

referencia 73-2000 afirma que: reconocida la existencia de un agravio en la esfera juudua d^l

deriuraianit ¡a ions^i.uencia lógica es reparar el dañó, resuniranda ía.s cosas al estado en que se

en ir tu antes de la ejecución del acto violatorio de derechos. Agrega que las sentencias pueden
tener distinto caráctti dependiendo de! soporte jurídico y táctico de la pretensión.

Dé igual fbrmi la be. \ por medio de la sentette.ia definitiva prununciada a las diez horas treinrá

■ minutos del I9/Ü5C008. en el proceso referencia 130-2006. afirmo que el objeto de la nomiativa de
k
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consumo hace referencia a ía protección de los derechos de (os consumidores, a efecto de procurar el

eqiiilibno, certeza, y seguridad jurídica en las relaciones de consumo con los proveedores.

En respeto al principio de legalidad y con la finalidad de darle cumplimiento al articulo 101 de la

Constitución y a los prmcipios y directrices de las Naciones Unidas para la protección del consumidor,

a que ante los hechos acaecidos a partir de la fecha, de entrada en vjge,n,cia de la LPC reformada, y ante

una eventual resolución definitiva estimatoria a k pretensión de los consumidores, éste Tribunal está

obligado por ley a ordenar ta reposición de la situación alterada por la infracción, según lo dispuesto en

el artículo 83 letra c) de la LPC.

CI Por eonsiguiente, conforme al artículo 4 letra i) de la LPG la titularidad del derecho a elegir entre

la reducción del precio, el cambio de producto o la devolución de lo pagado le corresponde al

consumidor co,tno un, derecho i.rre.nimciaMe de acuerdo al artículo 5 de la misma .ley, por lo que es

procedente ordenar la reposición de la sítiiaciQn alterada de conformidad a la pretensióii de la

consumidora, la cual co.nsiste en; la devolución del 50% del monto cancelado, equivalente a la cantidad

de $2,700.00 dólares.

Por coosiguiente, y en, virtud de lo expue-sto en el, presenta apaíiado, y documentos agregados a folio

7, así como por la nula,aportación de pruebas por parte de la denunciada que acreditara fehacientemente

un desglose de los costos de reparación, y al tener indicios suficientes para, d,etei*minar que el servicio

de reparación del vehículo no fue prestado en los términos acordados porque el mismo presentó

múltiples y .reiteradas fallas; este Tribunal considera procedente ordenar a la proveedora SEMACy S,A,

BE C. V,, devolver a la señora la cantidad de DOS MIL

SETECIENTOS DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($2,71)0.00) por no

haber prestado, el servicio de reparación en el vehículo de la consumidora en los términos contratados.

.XI. DEOStóN''

Por lanío, sobre ia base de lo airteriorinente expuesto y con íundamento en los artículos II, 14, 101

.mciso 2"' de ia Constitución de la .República; 4 letra i, 5, 24, 43 letra e), 46, 83 letras b) y c), 144 y

siguientes de ia LPC; y ,3, 78 inciso tercero, 1,39 y 154 de la LPA, este Tribunal RESUELVE;

a) Sanciónese a la proveedora SEM'AC, S..A. DE C \* con la cantidad de SEIS MIL

SETICIENTOS CÍNCUENl 4 \ DOS DÓLARES CON CINCUENTA CENTAVOS DE

DÓLAR DE LOS ESTADOS i MDOS DE AMÉRÍC A iS6,T'i2.S0). equivalentes a dieciocho

meses con quime días de salario minimú mensual urbano en la industria —D.E. WiQ del

()7/{)?/2021, publicado en.el D.O. N'^aÍ.29 Tomo 432—, eii concepto de muita por la comisión

de la fflfi'Eccíón regulada en el artículo 43 .letra e) de k LPC, por 0.0 prestar los servicios en los

términos contrntados conforme al análisis expuesto en e.l romano Vil Je la presente resoluciiái

y con fiindameoto en las disposiciones legales precitadas.
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b) Ordénese a ia proveedora SEMAC, S.A. Í5É C.V., devolver a la señora

,  la eantidad de DOS MIL SETECIENTOS DÓLARES DE LOS

ESTADOS UNIDOS DI AMÉRICA, ($2,700.00), en razón de un servicio que no fee prestado

éo las condiciones pactadas, según lo expuesto en el romano X de la présente resolución.

1,0 ordenado en el presente pronunciarDiiento debe ser eumplido, dentro: de ios diez días hábiles

sigaientes al de la iiótificación de esta resolncióii, debiendo comprobar a este T:ribunai su

cumplimiento dentro del plazo indicado; caso Goatrario, la Secretaría de este Tribunal

certificará la presente resolnclón para ser remitida a la Fiscalía General de la Repébllca

para su ejecución forzosa.

c) Extierhia^e en la Secretaría de este Tribunal certificación de la presenté resolución a la

consumidora para los efectos que estime convenientes.

d) Hágase déí conocimiento de los iniervimentes qué, eri cumplimiento al artículo IÜ4 de la LPA

y de conformidad a los articules 132 y 133 de la misma ley, laprcscnie resolución admite recurso

de reconsideración, el cual puede ser inter|)uesto ante este mismo rribunai Sancionador de la

Defensoría de! Consumidor, dentro de! plazo de diez días hábiles contados a partir del día

siguiente a la notificación de la presente resolución, en la dirección siguiente: 7b Galle Poniente
y Pasaje'T7'#5143, Colonia Escalón, San Salvador.

e) Notifíquese.

7
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